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Caguas 

 
Caso Núm.  
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Sobre:  

Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Jueza 
Domínguez Irizarry, la Jueza Rivera Marchand y la Jueza Mateu 
Meléndez 

 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

I. 

El 24 de julio de 2019 la Sra. Zulma García Berríos instó una 

Demanda sobre daños y perjuicios en contra de HCOA PR 

Management Services, LLC; HCOA Cayey, LLC; Total Body Fitness, 

LLC y ABC Financial.1  El 14 de julio de 2020, HCOA PR 

Management Services, LLC; HCOA Cayey, LLC; Total Body Fitness, 

LLC y ABC Financial, instaron Moción de desestimación por falta de 

jurisdicción.2  El 4 de agosto de 2020 la señora García Berríos 

presentó una Oposición a moción de desestimación.3 El 4 de 

 
1 En esencia, la señora García Berríos alegó que suscribió un contrato de 

entrenamiento personal con Total Fitness y HCIA Cayey, y que luego de vencido y 

cancelado dicho contrato, éstos realizaron cobros indebidos a su cuenta de banco 

por las mismas cantidades otorgadas en el contrato. Así pues, la señora García 
Berríos reclamó la suma de $6,672.16 por concepto de restitución de lo cobrado 

indebidamente, más los daños sufridos como consecuencia de los actos cometidos 

por Total Fitness y HCIA Cayey. 
2 En su escrito, HCOA PR Management Services, LLC; HCOA Cayey, LLC; Total 

Body Fitness, LLC y ABC Financial plantearon que el Tribunal de Primera 
Instancia carecía de jurisdicción para atender la reclamación, debido a que la 

señora García Berríos estaba obligada a presentar ante un árbitro cualquier 

reclamación que tuviera en contra de Total Body Fitness. Además, alegaron que 

la reclamación carecía de méritos, pues según los términos del contrato suscrito 

entre las partes, la señora García Berríos tenía que solicitar la cancelación del 

contrato por escrito. Al no hacerlo, el contrato se mantuvo vigente mes a mes. 
3 En esencia, aseguró que su reclamación sobre cobro de lo indebido era 

justiciable en derecho. Además, alegó que como el contrato se canceló el 17 de 

julio de 2017, éste era inexistente y sus cláusulas eran inaplicables. 
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noviembre de 2020, el Tribunal de Primera Instancia emitió 

Sentencia desestimando la Demanda.4 Concluyó que, conforme a la 

jurisprudencia aplicable y la política pública existente a favor del 

arbitraje, no tenía jurisdicción para seguir atendiendo el pleito de 

epígrafe. 

Inconforme, el 20 de noviembre de 2020, la señora García 

Berríos incoó Moción Solicitando Reconsideración. El 2 de diciembre 

de 2020, HCOA PR Management Services, LLC; HCOA Cayey, LLC; 

Total Body Fitness, LLC y ABC Financial presentaron una Oposición 

a “Moción Solicitando Reconsideración”. Atendidos los 

planteamientos de las partes, el 4 de diciembre de 2020, el Tribunal 

de Primera Instancia emitió una Resolución mediante la cual denegó 

la Moción Solicitando Reconsideración presentada por la señora 

García Berríos.5 

Todavía insatisfecha, el 7 de enero de 2021, la señora García 

Berríos acudió ante este Tribunal de Apelaciones mediante un 

Recurso de Apelación. Plantea: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN POR 
ENTENDER QUE DEBÍA ACUDIRSE ANTE ÁRBITRO 

POR SER RAZÓN ESTABLECIDA EN CONTRATO, 
MUY A PESAR DE QUE EN LA PROPIA SENTENCIA 

EL TRIBUNAL EXPRESA QUE EXISTE DUDA O 
CONTROVERSIA SOBRE LA EXISTENCIA O NO DEL 
CONTRATO. “CIERTAMENTE EXISTE UNA 

CONTROVESIA SOBRE LA EXISTENCIA DEL 
CONTRATO Y SI EL COBRO PROCEDÍA CONFORME 

A LAS CLÁUSULAS DEL CONTRATO LA CUAL DEBE 
ENTONCES DILUCIDARSE MEDIANTE EL 
PROCEDIMIENTO DE ARBITRAJE CONFORME A LA 

CLÁUSULA PACTADA.” ERRÓ EL TRIBUNAL AL 
MANTENER LA VIGENCIA DEL CONTRATO EL CUAL 
FUE CANCELADO. 

 

El 8 de enero de 2021, los apelados interpusieron su Alegato 

en Oposición a Apelación. Contando con la comparecencia de ambas 

 
4 Notificada el 5 de noviembre de 2020. 
5 Notificada el 7 de diciembre de 2020. 
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partes y el Derecho y la jurisprudencia aplicables, procedemos a 

resolver.  

II. 

A. 

La jurisdicción es el poder o la autoridad de un tribunal para 

considerar o decidir casos o controversias.6 El asunto jurisdiccional 

es de tal importancia que, el tribunal que no tiene la autoridad para 

atender un recurso solo tiene jurisdicción para así declararlo y 

desestimarlo.7 Esto ya que, la ausencia de jurisdicción es 

insubsanable.8 Por tanto, el tribunal que dirima una reclamación 

debe tener tanto, jurisdicción sobre la materia como jurisdicción 

sobre la persona de los litigantes.  

En lo particular, la jurisdicción sobre la materia se refiere al 

poder de un tribunal en particular de conocer el tipo de caso que 

tiene ante su consideración o para resolver una controversia sobre 

un aspecto legal.9 Al respecto, nuestro Tribunal Supremo ha 

establecido que la ausencia de jurisdicción sobre la materia trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden conferirla voluntariamente a 

un tribunal, como tampoco este puede abrogársela; (3) conlleva la 

nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 

ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a 

los tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro 

de procedencia del recurso y, (6) puede presentarse en cualquier 

etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal 

motu proprio. Consecuentemente, tan pronto el tribunal determine 

que no tiene jurisdicción sobre la materia, está obligado a 

desestimar el caso.10  

 
6 SLG Solá-Morena v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011). 
7 Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003). 
8 Lozada Sánchez v. ELA, 184 DPR 898, 994 (2012). 
9 SLG Solá-Morena v. Bengoa Becerra, supra, pág. 682. 
10 Regla 10.8(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; R. 10.8(c); SLG Solá-Morena 

javascript:citeSearch('182DPR675',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('158DPR345',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('184DPR898',%20'MJPR_DPR')
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B. 

En nuestra jurisdicción se reconoce el principio de la 

autonomía contractual entre las partes contratantes. Al amparo de 

ésta, las partes pueden establecer los pactos, cláusulas y 

condiciones que tengan por convenientes, siempre que no sean 

contrarios a las leyes, la moral y el orden público.11 Este principio 

va atado al axioma jurídico de que el mero consentimiento obliga, 

pues perfeccionado un contrato mediando el consentimiento de las 

partes, éstas se obligan desde ese momento no sólo al cumplimiento 

de lo expresamente pactado, sino también a todas las consecuencias 

que según su naturaleza sean conformes a la buena fe, al uso y a la 

ley.12 

En cuanto a la interpretación de un contrato, se ha 

establecido que cuando sus términos son claros y no crean 

ambigüedades los mismos se aplicarán en atención al sentido literal 

que tengan.13 Al respecto, nuestro Código Civil dispone que 

cualquiera que sea la generalidad de los términos de un contrato, 

no deben entenderse comprendidos en éste cosas distintas y casos 

diferentes de aquéllos que los contratantes se propusieron pactar.14 

Así, "[u]na vez se determina lo que las partes acordaron, el juzgador 

debe resolver las controversias entre las partes acorde a lo 

estipulado".15 Además, nuestro Código Civil establece que "[l]as 

cláusulas de los contratos deberán interpretarse las unas por las 

otras, atribuyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto 

de todas."16  

 
v. Bengoa Becerra, supra; González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 848, 

855 (2009).  
11 Art. 1207 del Código Civil, 31 LPRA § 3372; Burgos López et al. v. Condado 
Plaza, 193 DPR 1 (2015).   
12 Art. 1210 del Código Civil, 31 LPRA § 3375; Burgos López et al. v. Condado 
Plaza, supra, pág. 8.   
13 Art. 1233 del Código Civil, 31 LPRA § 3471; Luce and Co. v. Junta de Relaciones 
del Trabajo, 86 DPR 425 (1962).  
14 Art.1235 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA § 3473. 
15 C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 DPR 443, 451 (2007). 
16 Art. 1237, 31 LPRA § 1275. 

javascript:citeSearch('176DPR848',%20'MJPR_DPR')
http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA18/word/javascript:citeSearch('193DPR1',%20'MJPR_DPR')
http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA18/word/javascript:citeSearch('31LPRA3473',%20'MJPR_LPRA2007')
javascript:citeSearch('170DPR443',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('31LPRA1275',%20'MJPR_LPRA2007')
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C. 

Nuestro ordenamiento jurídico permite que las partes en un 

contrato puedan obligarse a llevar ante un árbitro las posibles 

controversias futuras derivadas de su relación contractual. Por ello, 

el arbitraje es una figura jurídica inherentemente contractual y 

solamente exigible cuando las partes así lo hayan pactado.17 Como 

norma general, toda duda que pueda existir sobre si procede o no el 

arbitraje, debe resolverse a favor de éste.18 Lo anterior es consistente 

al exteriorizar de manera enfática, que en Puerto Rico existe una 

fuerte política pública a favor del arbitraje.19 Esa política pública 

está motivada por el interés del Estado de facilitar la solución de 

disputas por la vía más rápida, flexible y menos onerosa que los 

tribunales para la resolución de controversias que emanan de la 

relación contractual entre las partes.20 De manera que, las partes 

que voluntariamente se someten a un procedimiento de arbitraje 

deberán agotar los remedios contractuales antes de acudir a los 

tribunales, salvo que exista justa causa para obviarlos.21 Lo anterior 

responde a varias razones, tanto del derecho de obligaciones y 

contratos como de orden público.22 De esta forma, las partes 

acuerdan voluntariamente limitar la jurisdicción de los tribunales 

sobre su persona para dar paso al proceso de arbitraje.23 Esto, pues 

se favorece la voluntad de las partes cuando estas deciden cuál es 

el mecanismo idóneo para la resolución de sus disputas.24 Así, el 

arbitraje constituye un medio más apropiado y deseable que los 

tribunales para la resolución de controversias que emanan de la 

relación contractual entre las partes, ya que es menos técnico, más 

 
17 S.L.G. Méndez Acevedo v. Nieves Rivera, 179 DPR 359, 366-367 (2010). 
18 Íd. 
19 Ley de Arbitraje Comercial, 32 LPRA § 3201 et seq. 
20 H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Constr., 190 DPR 597, 605 (2014). 
21 H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Constr., supra, pág. 606. 
22 Id. 
23 Id. 
24 Íd. 

javascript:citeSearch('190DPR597',%20'MJPR_DPR')
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flexible y menos oneroso.25 

En fin, el arbitraje es un sustituto del litigio judicial en el 

sentido de que su fin es la adjudicación. Las partes están compelidas 

por su propio acuerdo a aceptar la decisión del árbitro como final y 

obligatoria.26 Una estipulación mediante la cual las partes acuerdan 

someter una controversia a arbitraje equivale a un acuerdo de 

transacción que les obliga.27  

Ahora bien, al momento de evaluar si una controversia es 

arbitrable, los tribunales deben prestar atención especial a si el 

propio contrato establece ciertos tipos de disputas específicas que 

se verán en arbitraje o si excluye algunas controversias 

particulares.28 Esto se debe a que, siendo el arbitraje un asunto 

contractual, no se puede obligar a una parte a someter a arbitraje 

una disputa que no ha acordado someter.29 Por tanto, ante un 

convenio de arbitraje lo prudente es la abstención judicial, aunque 

esa intervención no esté vedada.30  

Además, cuando en un contrato existe una cláusula de 

arbitraje que establece que el procedimiento de arbitraje se dirimirá 

bajo las reglas de la American Arbitration Association (AAA), resulta 

pertinente mencionar que la AAA dispone del cuerpo de reglas 

denominado Employment Arbitration Rules and Mediation 

Procedures. Dichas reglas establecen que el árbitro tendrá el poder 

de determinar la existencia o validez de un contrato del cual una 

cláusula de arbitraje forma parte.31 Es decir, cuando las partes 

acuerdan que el procedimiento de arbitraje se realizará bajo las 

reglas de la AAA, delegan al árbitro el poder de determinar si la 

 
25 Íd.   
26 S.I.U. de P.R. v. Otis Elevator Co., 105 DPR 832, 836 (1977). 
27 U. Ciencias Méd. S.J. Bautista v. E.L.A., 141 DPR 403, 415-416 (1996). 
28 Medina v. Cruz Azul de P.R., 155 DPR 735, 739 (2001). 
29 Mun. de Ponce v. Gobernador, 136 DPR 776, 783 esc. 1 (1994). 
30 Municipio Mayagüez v. Lebrón, supra, pág. 721. 
31 "The arbitrator shall have the power to determine the existence or validity of a 

contract of which an arbitration clause forms part." Employment, Arbitration Rules 
and Mediation Procedures, sec. 6(b), p. 12. 

javascript:citeSearch('105DPR832',%20'MJPR_DPR')
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cláusula de arbitraje aplica o no. En lo pertinente, tales reglas 

disponen que el árbitro tendrá el poder de adjudicar en su propia 

jurisdicción, incluyendo cualquier objeción con respecto a la 

existencia, alcance o validez del acuerdo de arbitraje.32  

Amparándonos en el cuerpo de reglas citado y conforme a la 

norma de abstención judicial que gobierna este recurso, 

corresponde al árbitro, primeramente, dirimir los argumentos 

presentados por la parte recurrida en cuanto a la eficacia jurídica 

de la cláusula de arbitraje y del contrato correspondiente.33  

III. 

En síntesis, la apelante alega que el contrato de 

entrenamiento personal que suscribió con Total Body Fitness, 

estaba vencido al momento de los pagos debitados a su cuenta de 

banco. Asegura, por tanto, que la cláusula de arbitraje no es de 

aplicación en tanto y en cuanto, el contrato no dispone que las 

partes estén obligadas a arbitrar una vez se extingan las 

obligaciones consignadas. 

Según surge del expediente, el 27 de julio de 2016, la apelante 

suscribió un Contrato de entrenamiento personal intitulado 

Personal Training Service Agreement and Release of Liability, con la 

co apelada, Total Body Fitness; cuyo término de vigencia sería de 12 

meses. En lo pertinente, el referido Contrato contenía, entre otros 

acuerdos, la siguiente cláusula de arbitraje compulsorio: 

Arbitration of Dispute: All claims and disputes 
between Client and TBF PR involving amounts in excess 
of $1,000 will be submitted to binding arbitration to be 

conducted before a single, neutral arbitrator pursuant 
to the rules of the American Arbitration Association, at 

its office nearest to the facility in which Client receives 
the services. This means that Client or TBF PR cannot 
sue each other in court in regards to such claims or 

disputes, and Client and TBF PR waive the right to trial 
by jury. They appointed neutral arbitrator may conduct 

 
32 "The arbitrator shall have the power to rule on his or her own jurisdiction, 
including any objections with respect to the existence, scope or validity of the 

arbitration agreement." Employment, Arbitration Rules and Mediation Procedures, 

sec. 6(a), p. 12. 
33 S.L.G. Méndez Acevedo v. Nieves Rivera, supra, pág. 367. 
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a hearing and render and decision in Client's absence 
if, after due notice, Client fails to appear. Claims and 

disputes covered by this Agreement to arbitrate include 
all matters relating to this Agreement and Client’s 

personal training including, without limitation, monies, 
representations and injuries to person or property.34   

 

De la precitada estipulación surge con claridad, que, entre las 

partes existió un Contrato con una cláusula de arbitraje en la que 

acordaron someter cualquier disputa, controversia o reclamación 

mayor de $1,000, mediante un esquema de arbitraje compulsorio 

bajo las reglas de arbitraje de la American Arbitration Association. 

Aunque la apelante argumenta que no tiene que ir a arbitraje porque 

ya había terminado el Contrato cuando los apelados le debitaron de 

su cuenta los pagos, la aludida Cláusula contempla cualquier 

reclamación o disputa entre la apelante y Total Body Fitness, en 

exceso de $1,000. En dicho Contrato no existe disposición alguna 

que permita a las partes negarse a someter querellas al 

procedimiento de arbitraje una vez culminara la relación 

contractual. Por tanto, no fue cometido el error pues la reclamación 

monetaria de los apelados tiene como base el Personal Training 

Service Agreement and Release of Liability suscrito entre las partes. 

Además, habiendo las partes acordado que el procedimiento de 

arbitraje se realizará bajo las reglas de la American Arbitration 

Association, éstas delegaron en el árbitro el poder de determinar la 

 
34 Además, el contrato suscrito entre las partes contenía las siguientes cláusulas: 

Renewal Acknowledgment: 

The initial term of this agreement is for 12 months.  

Initial Terms: If the payments under this Agreement [are] being financed, the 

Initial Term, upon expiration, [will] automatically extend on a month-to-month 

basis until the Client sends a 30-day written notice of cancellation, via certified 
mail, to the address provided under Additional Terms and Provisions. The 

Initial Term as extended shall be known as the “Term”. 

_____________________ 

CLIENT SIGNATURE 

Additional Terms and Provisions 
[…] 

Voluntary Termination: 

Client may voluntarily terminate this Agreement at any time by doing 

the following: 1) giving TBF PR 30 days written notice of cancellation to be sent 

by registered mail to TBF PR, return receipt requested or via email to 

customerservice@tbfpt.com, and 2) paying at fee equal to 50% of the remaining 
balance as of the notice, in addition to any and all fees incurred, including, 

but not limited to, any late fees, return fees, collection fees, etc. All remaining 

sessions are considered to have lapsed and will immediately be discontinued.  

mailto:customerservice@tbfpt.com
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existencia o validez del contrato y si la cláusula de arbitraje aplica o 

no.35 

Así pues, conforme a nuestro ordenamiento jurídico, una vez 

solicitada la puesta en vigor de la cláusula de arbitraje, procedía la 

paralización de los procedimientos en el tribunal y referir el caso al 

proceso pactado.36  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la Sentencia 

apelada.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
35 "The arbitrator shall have the power to determine the existence or validity of a 

contract of which an arbitration clause forms part." Employment, Arbitration Rules 
and Mediation Procedures, sec. 6(b), p. 12. 
36 H.R., Inc. v. Vissepó & Diez Constr., supra, pág. 605. 


